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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
CUERPOS DE BOMBEROS VOLUNTARIOS – Ley general de bomberos de Colombia – Noción

[…] El artículo 1 de la Ley 1575 de 2012, denominada “Ley General de Bomberos de Colombia”, dispone que la gestión integral del riesgo contra incendio, la preparación y atención de rescates en todas sus modalidades y la respuesta a incidentes con materiales peligrosos constituyen una responsabilidad concurrente de las autoridades y de los habitantes del territorio nacional, con especial énfasis en los municipios, los departamentos y la Nación, sin perjuicio de las competencias asignadas a las demás entidades que integran el Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres. De acuerdo con esto, la norma dispone un esquema de responsabilidad compartida, en el marco del cual las entidades públicas y privadas deben incorporar la contingencia asociada a estos riesgos en la administración de sus bienes muebles e inmuebles —incluidos parques naturales, edificaciones, desarrollos urbanísticos e instalaciones— y adelantar planes, programas y proyectos orientados a reducir su vulnerabilidad y fortalecer la prevención y atención de tales eventos. 
En consonancia con lo anterior, el artículo 2 dispone que la gestión integral del riesgo contra incendio, la preparación y atención de rescates en todas sus modalidades y la respuesta a incidentes con materiales peligrosos se encuentran a cargo de las instituciones bomberiles y, para todos los efectos, constituyen un servicio público esencial bajo responsabilidad del Estado. En ese sentido, corresponde al Estado garantizar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, de manera directa a través de los Cuerpos de Bomberos Oficiales, Voluntarios y aeronáuticos, asegurando la continuidad y cobertura de este servicio. [...]

CUERPOS DE BOMBEROS VOLUNTARIOS – Contratación directa – Inexistencia de pluralidad de oferentes – Proveedor exclusivo

[…] Tratándose del objeto propio de la prestación del servicio bomberil, cuando el análisis del sector demuestre que —por efecto de la regulación sectorial— un único cuerpo puede prestarlo lícitamente en la jurisdicción sin incurrir en la causal de suspensión de su personería, la entidad territorial puede sustentar la configuración de la causal de inexistencia de pluralidad de oferentes y, por consiguiente, acudir a la contratación directa con dicho cuerpo, pues se satisface el supuesto de la norma que exige que exista un proveedor exclusivo en el territorio nacional que pueda prestar el servicio requerido. Esta lectura resulta congruente con el deber permanente de garantizar la continuidad de un servicio esencial y con el reconocimiento de que la exclusividad, en este sector, no obedece a una posición comercial del prestador, sino a una restricción impuesta por su propio régimen jurídico.

Ahora bien, la aplicación de la causal objeto de análisis sigue siendo restrictiva y no admite una interpretación flexible o extensión a supuestos distintos a los contemplados en la ley y su reglamento. En este sentido, corresponde a la entidad justificar la configuración de la causal que fundamenta la contratación directa en los estudios y documentos previos, acreditando la regulación aplicable, la existencia y certificación del cuerpo local, la realidad del mercado y la imposibilidad jurídica de que otros cuerpos del territorio nacional puedan prestar el servicio sin incurrir en la causal de suspensión. Adicionalmente, la causal no puede extenderse a objetos o finalidades distintos a satisfacer el deber legal de prestación del servicio esencial bomberil —tales como la adquisición de bienes, dotaciones, vehículos, obras u otros servicios—, respecto de los cuales puede existir libre concurrencia, aun cuando en ellos participen cuerpos voluntarios […]

CONTRATACIÓN CON ESAL – Objeto –Requisitos de procedencia – Alcance

[…] Los contratos del artículo 355 de la Constitución Política tienen como objeto promover acciones de fomento social en beneficio de los sectores más desprotegidos de la población, siempre que estén previstas en los planes de desarrollo, motivo por el cual no dan lugar a una contraprestación directa a favor de la entidad y tampoco a una relación conmutativa entre ésta y la ESAL, toda vez que el beneficio directo lo recibirán, en últimas, los sectores de este tipo de acciones de fomento. Para celebrar estos contratos, según lo establece el artículo 3 del Decreto 092 de 2017, por regla general, la entidad debe adelantar un proceso competitivo para seleccionar la entidad sin ánimo de lucro contratista. En particular, debe verificar el cumplimiento de los siguientes requisitos: i) que el objeto del contrato corresponda a programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional o Seccional de Desarrollo; y ii) que no haya una contraprestación directa a favor de la entidad estatal, es decir, que el programa o actividad a desarrollar este dirigida al beneficio de la población en general, ya que cuando se adquieren bienes o servicios o se ejecutan obras en una relación conmutativa, las normas aplicables son las del Estatuto General de Contratación. Solo cuando se reúnan estas condiciones es procedente celebrar contratos del artículo 355 de la Constitución Política; de lo contrario, se aplicarán las normas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública […]

PRINCIPIO DE PLANEACIÓN CONTRACTUAL – Noción – Obligación de las entidades – Ley 80 de 1993

[…] La planeación contractual es una herramienta de gerencia pública, que exige estructurar el proceso contractual dedicando tiempo y esfuerzos para elaborar estudios previos, con el fin de determinar la necesidad que pretende satisfacer la Entidad Estatal y cuál es la mejor manera de hacerlo, consultado el tipo de bienes y servicios que ofrece el mercado y sus características, especificaciones, precios, costos, riesgos, garantías, disponibilidad, oferentes, etc. Lo anterior con la finalidad de realizar la escogencia diligente de la mejor oferta, para beneficiar los intereses y fines públicos inmersos en la contratación de las Entidades Estatales.

[…] el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, en adelante EGCAP, contiene disposiciones que exigen a las Entidades Estatales el deber de realizar planeación en la etapa precontractual, esto con el fin de que los Procesos de Contratación satisfagan las necesidades de la Administración, cumplan sus fines, logren la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y permitan la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran en su consecución. […]
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Estimada Señora Rodríguez:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde a su solicitud de consulta de fecha 08 de septiembre de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“[…]  PRIMERO. – Sobre la obligación de transferir recursos y el nivel de detalle que debe contener el instrumento contractual.

De conformidad con la Ley 1575 de 2012 y las demás disposiciones que regulan la prestación del servicio público esencial bomberil, ¿se encuentra el Municipio obligado a transferir o girar directamente recursos al Cuerpo de Bomberos Voluntarios, sin que en el respectivo contrato o convenio se establezca de manera detallada la destinación de dichos recursos?
En particular, ¿es jurídicamente válido que el Municipio establezca únicamente montos globales para los gastos de funcionamiento y/o para los gastos de inversión, dejando al libre albedrío del Cuerpo de Bomberos la ejecución de dichos recursos, de acuerdo con sus propias necesidades 
funcionales, administrativas y operativas, sin que en el contrato o convenio se determinen previamente las actividades, bienes o servicios que serán financiados, sus especificaciones, cantidades, precios unitarios y valores?

Así mismo, ¿existe alguna disposición especial en la Ley 1575 de 2012, o en otra norma que regule específicamente la financiación de los cuerpos de bomberos voluntarios, que permita o exija esta modalidad de transferencia global de recursos?

Lo anterior se consulta teniendo en cuenta que el Municipio, en aplicación de los principios de planeación, economía, transparencia y responsabilidad del gasto público, ha considerado necesario identificar previamente en los estudios y documentos contractuales las necesidades que serán atendidas, las actividades que se ejecutarán y, cuando corresponda, los bienes y 
servicios requeridos, con sus respectivas cantidades, especificaciones y valores.

SEGUNDO. – Sobre el deber de planeación de las Entidades Estatales y el nivel de detalle exigible en este tipo de contratación.

¿Cuáles son las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que establecen y desarrollan el deber de planeación de las Entidades Estatales en los procesos de contratación pública, particularmente aquellas relacionadas con la planeación del objeto contractual, las necesidades que se pretenden satisfacer, las actividades a ejecutar, la  estructuración del presupuesto, la determinación y justificación del gasto, las cantidades, especificaciones técnicas, precios unitarios y valores de los bienes y servicios que serán financiados con recursos públicos?

En particular, ¿cuál es el alcance del principio de planeación en los procesos de contratación de las Entidades Estatales y qué grado de detalle debe contener el estudio previo, el presupuesto oficial y el respectivo contrato o convenio respecto de los bienes, servicios, actividades, cantidades, especificaciones y valores que serán objeto de financiación?

Así mismo, ¿se encuentra la Entidad Estatal obligada, en aplicación del principio de planeación y de las normas que regulan los estudios y documentos previos, a identificar, cuantificar, especificar y valorar previamente las necesidades que serán atendidas con los recursos públicos, incluso cuando el contratista o asociado sea una entidad privada sin ánimo de lucro y los recursos sean posteriormente ejecutados directamente por esta?

De manera particular, ¿ese deber de planeación resulta igualmente exigible cuando la Entidad Estatal pretende celebrar un convenio de asociación con un Cuerpo de Bomberos Voluntarios, cuyo objeto sea aunar esfuerzos para la prestación y fortalecimiento de un servicio público esencial, y dentro del presupuesto se contemplen recursos para gastos de 
funcionamiento y para la adquisición de bienes y dotaciones necesarios para fortalecer su capacidad operativa?

Finalmente, ¿puede considerarse que, en este tipo de contratación, la Entidad Estatal cumple adecuadamente con el principio de planeación mediante la simple determinación de montos globales de recursos destinados al funcionamiento y/o inversión, dejando para la etapa de ejecución la identificación de los bienes, servicios, cantidades, especificaciones y valores que serán adquiridos por el Cuerpo de Bomberos, o, por el contrario, el principio de planeación exige que tales aspectos sean previamente identificados, justificados y determinados por la Entidad en los estudios y documentos que soportan la contratación?

TERCERO. – Sobre la inclusión de gastos de funcionamiento e inversión dentro del mismo instrumento contractual.

En el evento en que resulte jurídicamente procedente celebrar un contrato o convenio para aunar esfuerzos para la prestación y fortalecimiento del servicio público esencial bomberil, ¿es jurídicamente posible que dentro del mismo instrumento se incorporen dos componentes presupuestales diferenciados:

1. Un componente de funcionamiento, destinado a atender gastos como arrendamiento de sede, telefonía, combustible, papelería y aseo, impuestos, contabilidad y revisoría fiscal, seguros y demás gastos necesarios para la operación; y 

2. Un componente de inversión, destinado a la adquisición de herramientas, uniformes, trajes estructurales, botas, cascos, mangueras, motobombas, botiquines, escaleras dieléctricas, motosierras, bombas de espalda, pinzas para animales, tanques para almacenamiento de agua, barras Halligan, extintores y demás elementos necesarios para fortalecer la capacidad operativa del Cuerpo de Bomberos?

CUARTO. – Sobre el nivel de planeación y detalle del presupuesto contractual.

En aplicación del principio de planeación y de lo dispuesto en el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, ¿puede y debe la Entidad Estatal establecer en los estudios y documentos previos, y posteriormente en el contrato o convenio, el detalle de los bienes y servicios requeridos, incluyendo especificaciones técnicas, cantidades, precios unitarios y valores, cuando dichos bienes y servicios serán financiados con recursos públicos destinados a la prestación y fortalecimiento del servicio bomberil?

Lo anterior, incluso cuando la adquisición material de los bienes sea realizada directamente por el Cuerpo de Bomberos Voluntarios durante la ejecución del contrato o convenio.

QUINTO. – Sobre la diferencia entre la prestación del servicio y el fortalecimiento de la capacidad operativa del Cuerpo de Bomberos.

Teniendo en cuenta que el Cuerpo de Bomberos Voluntarios existente en Puerto Parra, aunque se encuentra legalmente constituido, no cuenta actualmente con carro tanque para la atención de incendios, no dispone de sede propia, no cuenta con herramientas suficientes y presenta limitaciones en su capacidad y fortaleza operativa, ¿resulta jurídicamente posible estructurar un contrato o convenio cuyo objeto no se limite a remunerar la prestación del servicio bomberil, sino que tenga como finalidad aunar esfuerzos para fortalecer las capacidades institucionales, 
operativas, logísticas y técnicas necesarias para garantizar la adecuada prestación del servicio público esencial?

Lo anterior, considerando que el Municipio entiende que, si se tratara exclusivamente de un contrato para la prestación del servicio, podría razonablemente exigirse que el contratista contara previamente con la infraestructura, equipos, herramientas, vehículos y demás capacidades necesarias para demostrar su idoneidad y ejecutar integralmente el objeto contractual.

Por el contrario, en el caso particular del Municipio de Puerto Parra, la necesidad identificada consiste precisamente en fortalecer al único Cuerpo de Bomberos existente en la jurisdicción, para que pueda contar con las condiciones materiales y operativas necesarias para garantizar adecuadamente la prestación del servicio.

SEXTO. – Sobre el argumento de la “coadministración”.

¿El hecho de que el Municipio determine contractualmente la destinación de los recursos públicos, las actividades que deben ejecutarse, los bienes y servicios que pueden adquirirse, sus cantidades, especificaciones y valores constituye una forma de coadministración del Cuerpo de Bomberos, o, por el contrario, corresponde al ejercicio legítimo de las competencias de planeación, vigilancia, seguimiento y control que tiene la Entidad Estatal sobre la ejecución de recursos públicos?

En particular, ¿puede el Cuerpo de Bomberos exigir que el Municipio se limite a transferir una suma global de recursos, sin establecer contractualmente su destinación específica, bajo el argumento de que corresponde exclusivamente al Cuerpo de Bomberos determinar durante la ejecución la forma en que serán utilizados los recursos?

SÉPTIMO. Sobre el argumento de la “coadministración”.

Frente al argumento del Cuerpo de Bomberos según el cual el Municipio no puede determinar o establecer en el contrato los gastos específicos que serán financiados con los recursos públicos, por considerar que ello constituye una forma de “coadministración”, ¿cuál es el alcance jurídicamente permitido a la Entidad Estatal para establecer, en los estudios previos, presupuesto, obligaciones contractuales, destinación de recursos, actividades, bienes, cantidades y valores, en aplicación de los principios de planeación, economía, responsabilidad, transparencia y adecuada ejecución del gasto público?

OCTAVO. – Sobre la modalidad de selección aplicable y la utilización del Decreto 092 de 2017.

Teniendo en cuenta que el Cuerpo de Bomberos Voluntarios del Municipio de Puerto Parra es una entidad sin ánimo de lucro – ESAL, el Municipio ha venido estructurando la contratación para la prestación y fortalecimiento del servicio bomberil mediante la figura del convenio de asociación regulado por el Decreto 092 de 2017.

En consideración a lo señalado por esa Agencia en el Concepto C-1139 de 2026, ¿debe entenderse que la utilización del Decreto 092 de 2017 y, particularmente, la figura del convenio de asociación continúa siendo jurídicamente procedente para estructurar la relación contractual entre el Municipio y el Cuerpo de Bomberos Voluntarios?

O, por el contrario, ¿la posición desarrollada en el Concepto C-1139 de 2026 implica que, cuando el objeto corresponda propiamente a la prestación del servicio público esencial bomberil, la Entidad Estatal debe acudir necesariamente a la contratación directa, particularmente a la causal de inexistencia de pluralidad de oferentes prevista en el artículo 2.2.1.2.1.4.8 del Decreto 1082 de 2015, siempre que se acrediten las condiciones allí señaladas?

En ese sentido, ¿debe considerarse incorrecta o improcedente la utilización del régimen especial del Decreto 092 de 2017 para este tipo de contratación, cuando el Municipio ha venido utilizando dicha figura con fundamento en la naturaleza jurídica de ESAL del Cuerpo de Bomberos?

NOVENO. Sobre detalle del gasto en la modalidad de selección aplicable
En relación con los convenios de asociación regulados por el Decreto 092 de 2017, ¿resulta jurídicamente procedente que una Entidad Estatal estructure un convenio de asociación con un Cuerpo de Bomberos Voluntarios en cuyo presupuesto se determinen de manera detallada los 
gastos de funcionamiento y las inversiones que serán ejecutadas, incluyendo cantidades, especificaciones técnicas y valores de cada bien o servicio, cuando tales elementos hayan sido identificados a partir de las necesidades y requerimientos previamente presentados por el propio Cuerpo de Bomberos?

Así mismo, ¿Puede una Entidad Estatal, en cumplimiento del principio de planeación y de las obligaciones previstas en el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, determinar y soportar en los estudios y documentos previos los precios unitarios, cantidades, especificaciones y valores de los bienes y servicios que serán financiados dentro del contrato o convenio, aun cuando dichos bienes sean posteriormente adquiridos directamente por el Cuerpo de Bomberos Voluntarios?

DÉCIMO. – Sobre la inexistencia de pluralidad de oferentes y la existencia de un único Cuerpo de Bomberos en el Municipio.

En el evento en que resulte aplicable la contratación directa prevista en el artículo 2.2.1.2.1.4.8 del Decreto 1082 de 2015, ¿puede el Municipio de Puerto Parra sustentar la inexistencia de pluralidad de oferentes cuando en su jurisdicción existe un único Cuerpo de Bomberos Voluntarios legalmente constituido, reconocido y habilitado para prestar el servicio bomberil?

Lo anterior, teniendo en cuenta que la Ley 1575 de 2012 y la reglamentación aplicable establecen restricciones respecto de la existencia y actuación de cuerpos de bomberos voluntarios en una misma jurisdicción, de manera que otros cuerpos de bomberos no podrían concurrir libremente a prestar el servicio en el Municipio sin exponerse a las consecuencias previstas en el régimen jurídico aplicable.

En este escenario, ¿resultaría jurídicamente procedente que el Municipio documente en los estudios previos la existencia de un único proveedor jurídicamente habilitado para prestar el servicio bomberil en la jurisdicción, conforme a los criterios desarrollados por esa Agencia en el Concepto C-1139 de 2026?

DÉCIMO PRIMERO. – Sobre la posibilidad de incluir las dotaciones dentro del objeto principal del servicio bomberil.

De acuerdo con el Concepto C-1139 de 2026, esa Agencia ha señalado que la causal de inexistencia de pluralidad de oferentes no puede extenderse a objetos distintos de la prestación del servicio esencial, como la adquisición de bienes, dotaciones, vehículos u obras.

En ese contexto, ¿cómo debe interpretarse dicha restricción cuando la adquisición de los bienes y dotaciones no constituye un objeto autónomo de adquisición, sino que se encuentra directamente vinculada, es instrumental y resulta indispensable para alcanzar el objeto principal de fortalecer y garantizar la prestación del servicio público esencial bomberil?

En otras palabras, ¿la inclusión de herramientas, equipos, elementos de protección, uniformes, trajes, motobombas, mangueras y demás dotaciones dentro del presupuesto de un contrato cuyo objeto principal sea la prestación y fortalecimiento del servicio bomberil impide necesariamente acudir a la contratación directa por inexistencia de pluralidad de oferentes?

DÉCIMO SEGUNDO. Si el Municipio estructura un contrato o convenio cuyo objeto principal y finalidad contractual sea la prestación y fortalecimiento del servicio público esencial bomberil, y dentro de su presupuesto se contemplan dos componentes —uno de funcionamiento y otro de inversión—, siendo este último destinado exclusivamente a la adquisición de elementos, equipos, herramientas, uniformes, trajes, vehículos menores, equipos de protección y demás bienes directamente relacionados con la prestación del servicio, ¿la inclusión de dichos bienes desvirtúa la posibilidad de acudir a la causal de contratación directa por inexistencia de pluralidad de oferentes?

DÉCIMO TERCERO. – Sobre la posibilidad de financiar el fortalecimiento operativo cuando el Cuerpo de Bomberos no cuenta previamente con todos los elementos necesarios. Cuando el único Cuerpo de Bomberos legalmente habilitado en el Municipio no cuenta previamente con todos los equipos, herramientas, infraestructura y demás elementos necesarios 
para prestar adecuadamente el servicio, ¿puede la Entidad Estatal financiar, dentro del instrumento contractual destinado a garantizar la prestación y fortalecimiento del servicio, la adquisición de dichos elementos?

¿O debe entenderse que, para poder acudir a la contratación directa por inexistencia de pluralidad de oferentes, el Cuerpo de Bomberos debe acreditar previamente que ya cuenta con la totalidad de los medios materiales y capacidades operativas requeridas para prestar el servicio? […]”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i. ¿La administración municipal puede celebrar contratos con el Cuerpo de Bomberos Voluntarios para la prestación del servicio público esencial de gestión integral del riesgo contra incendios, preparativos y atención de rescates? ii. ¿La existencia de un único Cuerpo de Bomberos Voluntarios habilitado en el municipio configura la causal de contratación directa por inexistencia de pluralidad de oferentes y, en tal caso, qué requisitos debe acreditar la entidad estatal para justificar su procedencia? iii. ¿La causal de inexistencia de pluralidad de oferentes puede emplearse para adquirir vehículos, equipos, herramientas o infraestructura bombera? iv. ¿Es posible incluir dentro de un mismo contrato actividades operativas y componentes de fortalecimiento institucional? v. ¿Puede el municipio celebrar un convenio de asociación con el Cuerpo de Bomberos Voluntarios? vi. ¿Puede utilizarse el Decreto 092 de 2017 para transferir recursos destinados al fortalecimiento institucional de un Cuerpo de Bomberos Voluntarios? vii. ¿La entidad estatal puede transferir una suma global al Cuerpo de Bomberos Voluntarios sin identificar los bienes o actividades que serán financiados, o debe determinar las cantidades, especificaciones técnicas y valores estimados correspondientes y, en consecuencia, cuáles son los límites de la autonomía del Cuerpo de Bomberos Voluntarios para decidir el destino de los recursos públicos aportados por el municipio?

2. Respuesta:

	i. Para dar respuesta al primer problema jurídico, es importante señalar que los municipios, en cumplimiento de las competencias y obligaciones previstas en la Ley 1575 de 2012, “Por medio de la cual se establece la Ley General de Bomberos de Colombia”, deben garantizar la prestación del servicio público esencial de gestión integral del riesgo contra incendios, preparativos y atención de rescates. 
Para tal efecto, pueden celebrar contratos con los Cuerpos de Bomberos Voluntarios, con el propósito de asegurar la prestación de dicho servicio en sus respectivas jurisdicciones, de conformidad con las disposiciones del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y mediante la modalidad de selección que corresponda en cada caso. En ese sentido, los Cuerpos de Bomberos Voluntarios son sujetos capaces de celebrar contratos con entidades estatales y pueden participar en las distintas modalidades de selección previstas en el ordenamiento jurídico.
ii Ahora bien, frente al segundo problema, es importante indicar que configuración de una causal de contratación directa no opera de manera automática. Por el contrario, corresponde a la entidad estatal verificar las circunstancias fácticas y jurídicas que permitan acreditar su procedencia, justificarla en los estudios previos y motivar adecuadamente la decisión administrativa. Lo anterior, teniendo en cuenta que la contratación directa constituye una excepción a los mecanismos de selección competitiva y, por tanto, las causales que la habilitan son de interpretación restrictiva.
En el caso de la prestación del servicio bomberil, podría configurarse la causal de contratación directa por inexistencia de pluralidad de oferentes cuando, como consecuencia de la regulación sectorial, exista un único Cuerpo de Bomberos Voluntarios legalmente habilitado para prestar el servicio en la respectiva jurisdicción. Esta circunstancia deberá acreditarse de manera expresa y suficiente en los estudios y documentos previos. Adicionalmente, la entidad deberá verificar que el Cuerpo de Bomberos Voluntarios cuente con la idoneidad y capacidad necesarias para ejecutar el contrato, lo que comprende disponer de la infraestructura, los equipos y las herramientas requeridos para la prestación del servicio.
iii. En relación con el tercer problema jurídico, como se ha señalado en los pronunciamientos de esta Agencia, cuando el análisis del sector evidencie que, por efecto de la regulación sectorial, únicamente un cuerpo de bomberos puede prestar lícitamente el servicio bomberil requerido sin incurrir en la causal de suspensión de su personería jurídica, la entidad podrá sustentar la configuración de la causal de contratación directa prevista en el artículo 2.2.1.2.1.4.8 del Decreto 1082 de 2015, bajo el supuesto de que existe un único proveedor en el territorio nacional que puede satisfacer la necesidad identificada.
Lo anterior, en razón a que la Ley 1575 de 2012 dispone que solo puede existir un cuerpo de bomberos voluntario por municipio, y a que el Reglamento Administrativo, Operativo, Técnico y Académico de los Bomberos de Colombia, adoptado mediante la Resolución 0661 de 2014 y modificado mediante la Resolución 1127 de 2018, contempla como causal de suspensión de la personería jurídica el hecho de contratar con municipios o distritos en los que ya exista un cuerpo legalmente reconocido y con certificado de cumplimiento, de modo que los cuerpos de otras jurisdicciones no pueden concurrir sin exponerse a esa consecuencia. 
Esta interpretación resulta acorde con el deber permanente de garantizar la continuidad del servicio y con el hecho de que, en este sector, la exclusividad no obedece a una posición comercial del prestador, sino a una restricción derivada de su propio régimen jurídico. No obstante, la causal de contratación directa debe aplicarse de manera restrictiva. Por tanto, la entidad deberá justificar su configuración en los estudios y documentos previos, acreditando la regulación aplicable, la existencia y certificación del cuerpo de bomberos local y la imposibilidad jurídica de que otros cuerpos concurran a la prestación del servicio. Asimismo, esta causal no podrá extenderse a objetos contractuales distintos de la prestación del servicio esencial, como la adquisición de bienes, dotaciones o vehículos, ni a la ejecución de obras, respecto de los cuales puede existir libre concurrencia, incluso cuando participen cuerpos de bomberos voluntarios.
iv. Respecto del cuarto problema jurídico, hay que tener en cuenta que, la procedencia de esta posibilidad depende de la naturaleza y el alcance del objeto contractual. Al respecto, el artículo 3 de la Ley 1575 de 2012 establece que corresponde a los municipios y distritos garantizar la prestación del servicio público esencial de gestión integral del riesgo contra incendios, rescates y atención de incidentes con materiales peligrosos, directamente a través de cuerpos de bomberos oficiales o mediante la celebración de contratos o convenios con cuerpos de bomberos voluntarios. Asimismo, dispone que los entes territoriales deben incorporar en sus instrumentos de planificación territorial e inversión pública las políticas, estrategias, programas, proyectos y la cofinanciación relacionados con la prestación de este servicio.
En este contexto, la inclusión de componentes dirigidos al fortalecimiento de la capacidad operativa de los cuerpos de bomberos deberá analizarse en función de su relación directa con la finalidad del contrato y de la existencia de una unidad de objeto que justifique su integración. En todo caso, la obligación de garantizar la prestación del servicio y de promover las inversiones necesarias para ello no implica que la adquisición de bienes, dotaciones, vehículos o la ejecución de obras deba contratarse necesariamente con el cuerpo de bomberos encargado de prestar el servicio, ni que tales componentes queden excluidos de las reglas de selección objetiva. Por consiguiente, la entidad deberá determinar la modalidad de selección aplicable atendiendo a la naturaleza y el alcance de las prestaciones que integran el objeto contractual.
v. En cuanto al quinto problema jurídico sobre la posibilidad de celebrar convenios de asociación con cuerpos de bomberos voluntarios, es necesario precisar que la procedencia de este instrumento depende de la finalidad perseguida y de la naturaleza de la relación que se pretende establecer entre las partes. En este sentido, el artículo 96 de la Ley 489 de 1998, reglamentado por el Decreto 092 de 2017, permite a las entidades estatales asociarse con personas jurídicas particulares para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas con los cometidos y las funciones que la ley les asigna, siempre que se cumplan los requisitos previstos en dichas disposiciones.
Por consiguiente, el municipio podrá celebrar un convenio de asociación con un cuerpo de bomberos voluntarios cuando el objeto corresponda al desarrollo conjunto de actividades de interés público y se satisfagan los presupuestos legales aplicables. Sin embargo, este instrumento no puede utilizarse para eludir las reglas de selección previstas en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, particularmente cuando la relación tenga carácter conmutativo y su finalidad consista en adquirir bienes o servicios a cambio de una contraprestación. En consecuencia, la sola naturaleza jurídica del cuerpo de bomberos voluntarios ni su participación en la prestación de un servicio público esencial determinan, por sí mismas, la procedencia del convenio de asociación, pues esta deberá establecerse a partir del objeto y de las condiciones concretas de la relación jurídica que se pretende celebrar.
vi. En el sexto problema jurídico sobre la posibilidad de utilizar el Decreto 092 de 2017 para transferir recursos destinados al fortalecimiento institucional de un cuerpo de bomberos voluntarios, es pertinente indicar que, dependerá de la naturaleza, la finalidad y las condiciones de ejecución del negocio jurídico. Es decir, cuando se pretenda desarrollar conjuntamente actividades de interés público mediante la articulación de esfuerzos y se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 96 de la Ley 489 de 1998 y el Decreto 092 de 2017, podrá acudirse a la celebración de un convenio de asociación con una entidad sin ánimo de lucro. Por el contrario, cuando la finalidad principal consista en adquirir bienes o servicios específicos para satisfacer una necesidad de la entidad estatal, deberán aplicarse las reglas de selección correspondientes al régimen general de contratación pública.
Sin embargo, la celebración de estos convenios debe respetar las restricciones constitucionales y legales aplicables al manejo de los recursos públicos. En particular, el artículo 355 de la Constitución Política impide utilizar este instrumento como mecanismo para efectuar donaciones o auxilios a favor de particulares. Por tanto, la destinación de recursos al fortalecimiento institucional de un cuerpo de bomberos voluntarios no puede traducirse en una transferencia gratuita de bienes o recursos públicos al margen de las condiciones que habilitan la actuación de la Administración.
En todo caso, cuando la ejecución conjunta del convenio requiera equipos, maquinaria, herramientas u otros elementos, la entidad estatal podrá evaluar su adquisición e incorporación como aportes destinados al desarrollo del objeto convenido, siempre que exista una justificación suficiente de su necesidad y se encuentren directamente vinculados con las actividades acordadas. Esta posibilidad no implica, por sí misma, que pueda transferirse la propiedad de dichos bienes al cuerpo de bomberos voluntarios, pues deberá observarse el régimen jurídico aplicable y evitar que el convenio se convierta en un mecanismo de donación. Asimismo, deberá garantizarse que la entidad sin ánimo de lucro realice los aportes que correspondan, de conformidad con las condiciones previstas en la normativa aplicable.
En consecuencia, la procedencia del convenio no depende exclusivamente de que los recursos se destinen al fortalecimiento de un cuerpo de bomberos voluntarios, sino de que exista una verdadera relación de colaboración para alcanzar una finalidad común de interés público, sin que el instrumento se utilice para encubrir una adquisición de bienes o servicios o para realizar una transferencia gratuita de recursos públicos.
vii. Finalmente, en relación con el último interrogante frente a la posibilidad de transferir una suma global al cuerpo de bomberos voluntarios sin identificar previamente los bienes o actividades que serán financiados, es necesario señalar que esta práctica no resulta compatible con los deberes de planeación y responsabilidad que rigen la contratación estatal. La entidad estatal debe identificar el objeto contractual, determinar las actividades que se ejecutarán, establecer la necesidad que pretende satisfacer y justificar la destinación de los recursos públicos comprometidos. La adecuada planeación constituye un presupuesto para la correcta estructuración y ejecución del negocio jurídico, así como para la eficiencia en la gestión de los recursos públicos.
En consecuencia, corresponde a la entidad estructurar adecuadamente el negocio jurídico y definir los elementos necesarios para justificar la inversión de los recursos públicos. Para ello, deberá identificar las actividades por desarrollar y, cuando corresponda, los bienes requeridos, sus cantidades, especificaciones técnicas y valores estimados, de manera que el objeto y el alcance de las obligaciones se encuentren debidamente determinados. Esta exigencia constituye una manifestación del principio de planeación y permite ejercer los controles administrativos, fiscales y contractuales correspondientes.
Por tanto, la ejecución de los recursos públicos debe sujetarse al objeto, alcance, actividades y obligaciones previamente definidos en el respectivo contrato o convenio. Si bien el cuerpo de bomberos voluntarios puede contar con autonomía para organizar y desarrollar las actividades a su cargo, esta no implica una facultad para decidir libremente el destino de los recursos públicos aportados por el municipio. En ese sentido, dicha autonomía debe ejercerse dentro de los límites establecidos en el negocio jurídico y con sujeción a las condiciones de ejecución, seguimiento y control previstas por la entidad estatal, sin que sea admisible una transferencia global de recursos que carezca de una destinación previamente justificada y delimitada.
viii. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. 
Sin perjuicio de lo anterior, se precisa que los conceptos emitidos por esta Subdirección en el marco de la función consultiva representan una posición hermenéutica respecto de las disposiciones normativas del Sistema de Compras Públicas, que no tiene efectos vinculantes frente a una situación jurídica particular y concreta y que, aunque jurídicamente fundamentada, no constituye la única interpretación válida del ordenamiento. Por tanto, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:

Las respuestas anteriores se sustentan en las siguientes consideraciones: 

i. El artículo 1 de la Ley 1575 de 2012, denominada “Ley General de Bomberos de Colombia”, dispone que la gestión integral del riesgo contra incendio, la preparación y atención de rescates en todas sus modalidades y la respuesta a incidentes con materiales peligrosos constituyen una responsabilidad concurrente de las autoridades y de los habitantes del territorio nacional, con especial énfasis en los municipios, los departamentos y la Nación, sin perjuicio de las competencias asignadas a las demás entidades que integran el Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres[footnoteRef:1]. De acuerdo con esto, la norma dispone un esquema de responsabilidad compartida, en el marco del cual las entidades públicas y privadas deben incorporar la contingencia asociada a estos riesgos en la administración de sus bienes muebles e inmuebles —incluidos parques naturales, edificaciones, desarrollos urbanísticos e instalaciones— y adelantar planes, programas y proyectos orientados a reducir su vulnerabilidad y fortalecer la prevención y atención de tales eventos.  [1:  Ley 1575 de 2012. “Artículo 3. Competencias Del Nivel Nacional Y Territorial. El servicio público esencial se prestará con fundamento en los principios de subsidiariedad, coordinación y concurrencia, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 288 de la Constitución.   
[…]   
“Es obligación de los distritos, con asiento en su respectiva jurisdicción y de los municipios la prestación del servicio público esencial a través de los cuerpos de bomberos oficiales o mediante la celebración de contratos y/o convenios con los cuerpos de bomberos voluntarios”.] 

	En consonancia con lo anterior, el artículo 2 dispone que la gestión integral del riesgo contra incendio, la preparación y atención de rescates en todas sus modalidades y la respuesta a incidentes con materiales peligrosos se encuentran a cargo de las instituciones bomberiles y, para todos los efectos, constituyen un servicio público esencial bajo responsabilidad del Estado. En ese sentido, corresponde al Estado garantizar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, de manera directa a través de los Cuerpos de Bomberos Oficiales, Voluntarios y aeronáuticos, asegurando la continuidad y cobertura de este servicio.
	Por su parte, el artículo 3 de la Ley 1575 de 2012 establece el marco conceptual y los principios que orientan la organización, dirección y prestación del servicio público esencial de gestión integral del riesgo contra incendio, así como las actividades de rescate y atención de incidentes con materiales peligrosos. Para el efecto, el inciso cuarto de la norma establece que: “Es obligación de los distritos, con asiento en su respectiva jurisdicción y de los municipios la prestación del servicio público esencial a través de los cuerpos de bomberos oficiales o mediante la celebración de contratos y/o convenios con los cuerpos de bomberos voluntarios” [Énfasis fuera de texto]. En este sentido, la expresión empleada por el legislador tiene carácter imperativo, de modo que impone un deber permanente de organización, financiación y garantía del servicio. Por esta razón, cuando la entidad territorial carece de cuerpo oficial, el instrumento contractual constituye el mecanismo a través del cual la entidad cumple con una competencia legal propia.
Los cuerpos de bomberos voluntarios son asociaciones cívicas, privadas, sin ánimo de lucro, de utilidad común y con personería jurídica, reconocidas y certificadas por la Dirección Nacional de Bomberos, sometidas a un régimen especial de creación, funcionamiento, vigilancia y control[footnoteRef:2]. Adicionalmente, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 4 de la referida ley, los Cuerpos de Bomberos Voluntarios Reconocidos integran los Bomberos de Colombia y hacen parte integral del Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres.  [2: 	 Ley 1575 de 2012, artículos 4 y 18. Sobre la naturaleza asociativa y sin ánimo de lucro de los cuerpos de bomberos voluntarios, véase también Función Pública, Concepto 264181 de 2023: https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=231550 ] 

De conformidad con las normas citadas, la gestión integral del riesgo contra incendio, los preparativos y atención de rescates y la atención de incidentes con materiales peligrosos se constituyen como un servicio público esencial a cargo del Estado, cuya prestación le fue asignada a los municipios y distritos, por lo tanto, es su deber asegurar la prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Con el fin de prestar de forma eficiente el servicio público bomberil, los municipios y distritos pueden constituir su propio cuerpo de bomberos oficiales o pueden optar por celebrar contratos o convenios con cuerpos de bomberos voluntarios, cuando no cuente con la primera opción. Sobre la prestación del servicio objeto de la consulta, esta Agencia se pronunció mediante el concepto con radicado número 2201913000008606, del 19 de noviembre de 2019, indicando lo siguiente: 

“Ahora bien, recopilando los fundamentos normativos del concepto, la Ley 1575 de 2012, artículo 3, inciso 4, establece que los municipios pueden cumplir la obligación de prestar el servicio esencial de gestión del riesgo contra incendios mediante: i) la constitución de cuerpos de bomberos oficiales o ii) la celebración de contratos y/o convenios con los cuerpos de bomberos voluntarios. 
[…]
El texto de la norma no obliga a contratar con los bomberos voluntarios, sino que faculta al municipio a hacerlo cuando no cuente con un cuerpo de bomberos oficiales, es más, la norma dispone que los municipios de menos de veinte mil habitantes cuentan con apoyo técnico del departamento, quien podrá asesorarlos con el fin de escoger la opción que mejor convenga entre constituir un cuerpo de bomberos oficial o contratar con uno voluntario.

Los elementos del contrato o convenio dados por la ley 1575 de 2012 son: i) el objeto contractual: la gestión integral del riesgo contra incendio, los preparativos y atención de rescates en todas sus modalidades y la atención de incidentes con materiales peligrosos, actividades que están a cargo de instituciones bomberiles; y ii) las partes: un municipio, a cuyo cargo esta la prestación del servicio público esencial de atención integral del riesgo de incendio, y un cuerpo de bomberos voluntarios reconocido, que sea capaz de prestar el servicio y cumpla con la regulación propia de su actividad”[footnoteRef:3].  [3:   Colombia Compra Eficiente. Concepto 2201913000008606 del 19 de noviembre de 2019. ] 


Respecto al proceso de selección para la celebración de un contrato con el cuerpo de bomberos voluntarios, es importante aclarar que el régimen especial de las Leyes 1523 y 1575 de 2012 determina el objeto del servicio, la obligación territorial de prestarlo y los requisitos habilitantes propios del sector (reconocimiento institucional, certificado de cumplimiento, capacidad técnica y operativa), pero no crea un régimen de contratación autónomo que desplace el EGCAP. Los municipios y distritos son Entidades Estatales sometidas a las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, por lo que la escogencia del contratista debe efectuarse mediante la modalidad de selección que corresponda al objeto y a la cuantía. 
Como se señaló en el concepto 4201913000006918 –radicado de salida 2201913000008606– del 19 de noviembre de 2019, y lo reiteró en el concepto C-021 de 2026 por usted citado, el artículo 9 de la Ley 322 de 1996 disponía que los distritos, municipios y territorios indígenas debían contratar directamente con los Cuerpos de Bomberos Voluntarios, cuando no contaran con un cuerpo oficial[footnoteRef:4]. No obstante, dicha norma fue derogada con la expedición de la Ley 1575 de 2012, la cual no establece una modalidad de selección específica para la elección del contratista. De esto se concluye que la posibilidad de contratar directamente el servicio bomberil con cuerpos voluntarios con fundamento en aquella disposición fue derogada; sin embargo, se aclara que esto no implica que la entidad no pueda recurrir a la contratación directa cuando se configure alguna de las causales previstas para ello en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007. [4:  “Artículo 9. Los distritos, municipios y territorios indígenas que no cuenten con sus propios Cuerpos de Bomberos Oficiales, o cuando la cobertura de éstos no sea la adecuada, de acuerdo con los parámetros que fije la Junta Nacional de Bomberos de Colombia, deberán contratar directamente con los Cuerpos de Bomberos Voluntarios, que se organicen conforme a la presente Ley, la prestación total o parcial según sea el caso del servicio público a su cargo”.] 

En el concepto C-021 de 2026 esta Agencia sostuvo que la exposición de motivos de la Ley 1575 de 2012 no justificó dicha modificación, ni son claros los motivos que condujeron a que el legislador no determinara cuál es la modalidad de selección para la contratación con cuerpos de bomberos voluntarios. En ese orden, la Agencia señaló que dado que no existe una modalidad o causal especifica establecida en el marco jurídico que rige la prestación del servicio bomberil para la celebración de contratos que tengan por objeto el desarrollo de estas actividades, las Entidades Estatales sujetas al EGCAP deben acudir a las modalidades de selección previstas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, –licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos, mínima cuantía o contratación directa–, siguiendo las reglas y causales que dicha disposición establece. 
Sobre este fundamento, es posible que la entidad municipal o distrital contrate al cuerpo de bomberos voluntario de manera directa cuando se configure la causal del literal g) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, la cual autoriza la contratación directa cuando no exista pluralidad de oferentes en el mercado. El artículo 2.2.1.2.1.4.8 del Decreto 1082 de 2015 desarrolla esta causal especificando los supuestos en los cuales debe entenderse que no existe pluralidad de oferentes, a saber: i) cuando una sola persona puede proveer el bien o servicio, ya sea por ser titular de los derechos de propiedad industrial o de autor, o ii) por ser “proveedor exclusivo en el territorio nacional”[footnoteRef:5].  [5: Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4, literal g); y Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.8.] 

Con respecto a la aplicación de esta causal al supuesto de objeto de consulta, esta Agencia considera que, bajo el cumplimiento de determinados supuestos, la contratación por parte de los distritos o municipios de los cuerpos de bomberos voluntarios puede cumplir los presupuestos exigidos para entender que un solo proveedor “en el territorio nacional” tiene la capacidad de prestar el servicio requerido, caso en el cual será posible aplicar la causal de contratación directa del referido literal g) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007. 
La prestación del servicio público esencial bomberil constituye una actividad reglada, en la que el propio ordenamiento sectorial impone limitaciones y determina quién puede prestarla lícitamente en cada jurisdicción. En efecto, tal como se mencionó antes, la Ley 1575 de 2012 señala que los distritos y municipios deben prestar el servicio público esencial a través de los cuerpos de bomberos oficiales, cuando cuenten con estos, o mediante la celebración de contratos y/o convenios con los cuerpos de bomberos voluntarios. Aunado a lo anterior, el parágrafo del artículo 17 de la ley señala que ningún municipio podrá tener más de un cuerpo de bomberos voluntario. Este marco jurídico supone que si un municipio no cuenta con un cuerpo oficial de bomberos tiene la obligación de contratar con un cuerpo voluntario y que solo podrá existir uno en su jurisdicción.
En principio, esta disposición no limita la posibilidad de que el municipio celebre el contrato o convenio que demanda la prestación del servicio con un cuerpo voluntario perteneciente a otra jurisdicción. Sin embargo, el Reglamento Administrativo, Operativo, Técnico y Académico de los Bomberos de Colombia contempla como causal de suspensión de la personería jurídica de un cuerpo voluntario el hecho de contratar con municipios o distritos en los cuales exista un cuerpo de bomberos legalmente reconocido y con certificado de cumplimiento[footnoteRef:6]. De esta previsión se sigue que, cuando en una jurisdicción opera un cuerpo reconocido y certificado, los cuerpos de otras jurisdicciones no pueden concurrir a prestar el servicio sin exponerse a una consecuencia administrativa que compromete su existencia jurídica. En tales condiciones, para el objeto específico de la prestación del servicio bomberil en ese territorio, no existe un escenario real de competencia, pues existe un único prestador jurídicamente habilitado en todo el territorio para proveer el servicio esencial. [6:  Resolución 0661 de 2014 del Ministerio del Interior — Reglamento Administrativo, Operativo, Técnico y Académico de los Bomberos de Colombia —, artículo 4, numeral 5, modificado por el artículo 3 de la Resolución 1127 de 2018: Ministerio de Relaciones Exteriores - Normograma [RESOLUCION 661 de 2014 Ministerio del Interior]] 

A partir de lo anterior, esta Agencia considera que la expresión “territorio nacional” del artículo 2.2.1.2.1.4.8 puede aplicarse en consideración al ámbito respecto del cual el ordenamiento autoriza la prestación del servicio. Tratándose del objeto propio de la prestación del servicio bomberil, cuando el análisis del sector demuestre que —por efecto de la regulación sectorial— un único cuerpo puede prestarlo lícitamente en la jurisdicción sin incurrir en la causal de suspensión de su personería, la entidad territorial puede sustentar la configuración de la causal de inexistencia de pluralidad de oferentes y, por consiguiente, acudir a la contratación directa con dicho cuerpo, pues se satisface el supuesto de la norma que exige que exista un proveedor exclusivo en el territorio nacional que pueda prestar el servicio requerido. Esta lectura resulta congruente con el deber permanente de garantizar la continuidad de un servicio esencial y con el reconocimiento de que la exclusividad, en este sector, no obedece a una posición comercial del prestador, sino a una restricción impuesta por su propio régimen jurídico.
Ahora bien, la aplicación de la causal objeto de análisis sigue siendo restrictiva y no admite una interpretación flexible o extensión a supuestos distintos a los contemplados en la ley y su reglamento. En este sentido, corresponde a la entidad justificar la configuración de la causal que fundamenta la contratación directa en los estudios y documentos previos[footnoteRef:7], acreditando la regulación aplicable, la existencia y certificación del cuerpo local, la realidad del mercado y la imposibilidad jurídica de que otros cuerpos del territorio nacional puedan prestar el servicio sin incurrir en la causal de suspensión. Adicionalmente, la causal no puede extenderse a objetos o finalidades distintos a satisfacer el deber legal de prestación del servicio esencial bomberil —tales como la adquisición de bienes, dotaciones, vehículos, obras u otros servicios—, respecto de los cuales puede existir libre concurrencia, aun cuando en ellos participen cuerpos voluntarios.  [7: Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.6.1 (deber de análisis del sector).] 

En conclusión, los distritos o municipios podrán contratar directamente a los cuerpos voluntarios de bomberos para la prestación del servicio esencial cuando se configuren las causales de contratación directa establecidas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, lo cual incluye el análisis de si se configuran los supuestos para que sea procedente la causal del literal g) sobre proveeduría exclusiva. Tratándose del objeto propio de la prestación del servicio bomberil, cuando el análisis del sector demuestre que un único cuerpo puede prestarlo lícitamente en la jurisdicción sin incurrir en la causal de suspensión de su personería, la entidad puede sustentar la causal de inexistencia de pluralidad de oferentes (proveedor exclusivo), entendiendo la expresión “territorio nacional” en función del ámbito respecto del cual el ordenamiento autoriza la prestación. Ello exige justificación rigurosa en los estudios y documentos previos y no puede extenderse a objetos o finalidades distintos de la prestación del servicio que sí admitan libre concurrencia, aun cuando involucren a cuerpos voluntarios. 
Es importante resaltar que el análisis del sector debe reflejar el mercado real y jurídicamente viable, y no puede presumir una concurrencia meramente formal que desconozca las limitaciones propias del sector. La restricción territorial de la reglamentación bomberil constituye un insumo esencial de ese análisis, aunque no crea, por sí misma, una modalidad de contratación directa.
 
ii. Por otra parte, en atención a la naturaleza jurídica de los Cuerpos de Bomberos Voluntarios, al interés general asociado a la prestación del servicio de gestión integral del riesgo contra incendio y a la gratuidad que la ley impone respecto de algunas de las actividades desarrolladas por los bomberos[footnoteRef:8], también es posible que, para efectos de cumplir con la obligación dispuesta en el inciso cuarto del artículo 3 de la Ley 1575 de 2012 se celebren convenios de asociación de acuerdo con lo establecido en el artículo 96 de Ley 489 de 1998, cuya selección reglamenta el artículo 5 del Decreto 092 de 2017. [8:   Ley 1575 de 2012: “Los cuerpos de bomberos no podrán cobrar suma alguna a la ciudadanía o exigir compensación de cualquier naturaleza en contraprestación a los servicios de emergencia”.] 

El artículo 355 de la Constitución Política prohíbe a las ramas y órganos del poder público decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas. Igualmente, establece que las entidades del orden nacional, departamental, distrital y municipal podrán, con sus propios recursos, contratar con ESAL con el fin de impulsar programas y actividades de interés público acordes con el plan nacional y los planes seccionales de desarrollo[footnoteRef:9]. Por otra parte, el artículo 96 de la Ley 489 de 1998 permite a las entidades públicas en general, es decir, cualquiera sea su naturaleza y orden administrativo, asociarse con personas jurídicas particulares, mediante la celebración de convenios de asociación o la creación de personas jurídicas. Ambas figuras tienen como fin desarrollar conjuntamente actividades relacionadas con los cometidos y funciones legales asignadas a la entidad[footnoteRef:10]. [9:  Sobre esta norma, consultar los conceptos del 8 de octubre de 2019, con radicado No. 2201913000007532, y del 20 de diciembre de 2019, con radicado No. 4201913000008240.]  [10:  Al respecto, la Ley 489 de 1998 dispone que “Art. 96. Las entidades estatales, cualquiera sea su naturaleza y orden administrativo podrán, con la observancia de los principios señalados en el artículo 209 de la Constitución, asociarse con personas jurídicas particulares, mediante la celebración de convenios de asociación o la creación de personas jurídicas, para el desarrollo conjunto de actividades en relación con los cometidos y funciones que les asigna a aquéllas la ley.
Los convenios de asociación a que se refiere el presente artículo se celebrarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 355 de la Constitución Política, en ellos se determinará con precisión su objeto, término, obligaciones de las partes, aportes, coordinación y todos aquellos aspectos que se consideren pertinentes”.] 

[bookmark: _Hlk38819155]El Decreto 092 de 2017 dispone reglas para las contrataciones que realicen las entidades estatales con las ESAL. El Decreto regula dos (2) eventos: i) los contratos del artículo 355 de la Constitución Política con el fin impulsar programas y actividades de interés público de acuerdo con el Plan Nacional o los planes seccionales de desarrollo; y ii) los convenios de asociación, para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas con las funciones de las entidades estatales, en desarrollo del artículo 96 de la Ley 489 de 1998. 
[bookmark: _Hlk95756032]Los contratos del artículo 355 de la Constitución Política tienen como objeto promover acciones de fomento social en beneficio de los sectores más desprotegidos de la población, siempre que estén previstas en los planes de desarrollo, motivo por el cual no dan lugar a una contraprestación directa a favor de la entidad y tampoco a una relación conmutativa entre ésta y la ESAL, toda vez que el beneficio directo lo recibirán, en últimas, los sectores de este tipo de acciones de fomento. Para celebrar estos contratos, según lo establece el artículo 3 del Decreto 092 de 2017, por regla general, la entidad debe adelantar un proceso competitivo para seleccionar la entidad sin ánimo de lucro contratista. 
En particular, debe verificar el cumplimiento de los siguientes requisitos: i) que el objeto del contrato corresponda a programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional o Seccional de Desarrollo; y ii) que no haya una contraprestación directa a favor de la entidad estatal, es decir, que el programa o actividad a desarrollar este dirigida al beneficio de la población en general, ya que cuando se adquieren bienes o servicios o se ejecutan obras en una relación conmutativa, las normas aplicables son las del Estatuto General de Contratación. Solo cuando se reúnan estas condiciones es procedente celebrar contratos del artículo 355 de la Constitución Política; de lo contrario, se aplicarán las normas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.
De otro lado, los convenios de asociación “[t]ienen como finalidad que la entidad estatal, cualquiera que sea su naturaleza y orden administrativo, se asocien con personas jurídicas particulares para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas con los cometidos y funciones asignadas a aquellas conforme a la Constitución y a la Ley”[footnoteRef:11]. En estos convenios existen aportes dirigidos, especialmente, a lograr la ejecución del convenio. De todos modos, la entidad deberá adelantar un proceso competitivo, salvo cuando la ESAL comprometa recursos en dinero para la ejecución de estas actividades, en una proporción no inferior al 30% del valor total del convenio. El convenio de asociación no es conmutativo, y por tanto, la entidad no instruye al contratista para desarrollar los programas o actividades previstas, sino que se asocia con él para el cumplimiento de objetivos comunes[footnoteRef:12]. [11:  Concepto del 3 de septiembre de 2019, radicado No. 2201913000006512.]  [12:  Sobre la naturaleza de los convenios de asociación, se reitera lo expuesto en el concepto del 19 de noviembre de 2019, con radicado No. 2201913000008611.] 

Como el artículo 96 de la Ley 489 de 1998 determina que el convenio busca el desarrollo conjunto de actividades en relación con los cometidos y funciones que la ley les asigna a las entidades estatales, lo cierto es que las funciones legales de las entidades estatales que suscriben conjuntamente el convenio deben coincidir. Igualmente, atendiendo a que los convenios de asociación “no estarán sujetos a competencia cuando la entidad sin ánimo de lucro comprometa recursos en dinero para la ejecución de esas actividades en una proporción no inferior al 30% del valor total del convenio”, las entidades deben asegurarse de que su contratista, es decir, las ESAL, aporte al menos el treinta por ciento del valor del convenio para celebrarlo directamente. Además, en atención al inciso 2 del artículo 5 del Decreto 092 de 2017, deben asegurarse de que no haya otras ESAL que ofrezcan su compromiso de recursos en dinero en una proporción no inferior al 30% del valor total del convenio. En caso de que la entidad encuentre que más de una ESAL le ofrece al menos el 30% de recursos en dinero para el convenio de asociación, debe seleccionar objetivamente con cual asociarse.
La noción “seleccionar de forma objetiva”, contenida en la disposición sub examine no puede ser entendida como una remisión total a las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007. A lo que se refiere la norma es a que la entidad estatal debe diseñar herramientas que permitan una comparación objetiva de las entidades sin ánimo de lucro para seleccionar objetivamente a aquella que tenga las mejores condiciones para alcanzar el resultado esperado con el proyecto de cooperación. Por ello, la entidad puede tomar la decisión de acudir a los procesos de selección de contratistas que establece el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública o, incluso, al trámite que regula el inciso 2 del artículo 2 del Decreto 092 de 2017.
Es importante aclarar que los negocios jurídicos que regula el Decreto 092 de 2017 “[…] son esencialmente distintos a los contratos para la adquisición y aprovisionamiento de bienes, obras o servicios regulados por el estatuto de contratación y [, como tal,] no hacen parte del sistema de compra pública. […] De acuerdo con lo anterior, si la entidad estatal adquiere o se abastece de un bien, obra o servicio en un contrato conmutativo en el cual el proveedor es una [ESAL], debe aplicar el régimen contenido en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, y no el Decreto 092 de 2017”[footnoteRef:13]. Así lo consideró la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado: [13:  Cfr. Concepto del 21 de agosto de 2019, dictado dentro del radicado No. 2201913000006047.] 


“Como ya se indicó, el objeto de los contratos que autoriza el inciso segundo del artículo 355 Superior, se limita a la realización de actividades o programas de interés público que, conforme a los planes de desarrollo, adelanten instituciones privadas sin ánimo de lucro. Aquellos que generan una contraprestación directa a favor de la entidad contratante y los que tienen por objeto desarrollar proyectos específicos, corresponden al giro normal de las funciones propias de la entidad estatal, y por lo tanto, se tipifican dentro de cualquiera de las modalidades de contratación de la ley 80 de 1993, debiendo sujetarse a los procedimientos allí previstos, en especial los de escogencia del contratista.
Cuando el artículo 355 autoriza a las entidades estatales a celebrar contratos para “impulsar” programas y actividades de interés público, se refiere a los del ente privado y no a los del Estado, pues respecto de éste el deber constitucional es no sólo impulsarlos sino cumplirlos, conforme las disposiciones contractuales vigentes, como sería por ejemplo, contratos de prestación de servicios o de obra pública” [footnoteRef:14]. [14:  Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 24 de febrero de 2005, radicación No. 11001-03-06-000-2005-00021-00 (1626), C.P. Gloria Duque Hernández.] 

[bookmark: _Hlk95756200]
De acuerdo con lo anterior, no todas las actividades que las entidades estatales deben desarrollar para alcanzar sus objetivos misionales deben ejecutarse a través de la celebración de contratos del artículo 355 superior o convenios de asociación. Debe tenerse en cuenta que lo que determina la aplicación del Decreto 092 de 2017 no es únicamente el carácter de las ESAL sino el objeto del contrato o convenio que la entidad pretende adelantar. Por tanto, el hecho de que se trate de una entidad sin ánimo de lucro no implica que necesariamente deba celebrarse un contrato de colaboración o un convenio de asociación. Así lo reconoció la Corte Constitucional en la sentencia C-287 del 18 de abril de 2012, en la que sostuvo lo siguiente:

“Las corporaciones o asociaciones sin ánimo de lucro han sido definidas por la doctrina como personas jurídicas que surgen de la voluntad de un grupo de individuos que vinculan un capital a la obtención de un fin de interés general o de bienestar común no lucrativo, de manera que tienen como finalidad propia la satisfacción de intereses públicos y sociales.
Sin embargo, el hecho que no persigan una finalidad lucrativa no significa que no desarrollen actividades que generen utilidades, lo que pasa es que a diferencia de las sociedades, el lucro o ganancia obtenida no se reparte entre sus miembros sino que se integra al patrimonio de la asociación para la obtención del fin deseado. Así, el elemento característico de las corporaciones o asociaciones sin ánimo de lucro radica, precisamente, en la determinación de sus miembros de desarrollar una actividad de interés general sin esperar a cambio repartición de utilidades en proporción a su aporte, ni la recuperación del mismo en el momento de su disolución o liquidación”. [Cursivas propias]

Lo anterior se justifica en que la principal característica de las ESAL es la ausencia de lucro, es decir, las ganancias o beneficios económicos no están destinados a repartirse en favor de los miembros ni de terceros, sino que permanecen dentro de la entidad incrementando su patrimonio. Con todo, las ESAL pueden participar en igualdad de condiciones en procesos de contratación regidos por la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 2015, siempre y cuando cumplan con los requisitos exigidos en los documentos del proceso. De esta manera, ni los contratos del artículo 355 de la Constitución Política ni los convenios de asociación del artículo 96 de la Ley 489 de 1998 generan utilidades para la ESAL, pues en dicho caso se trataría de un contrato en el que se debe remunerar al contratista por los servicios prestados, el cual, por eso mismo, tiene un régimen legal distinto.
Es importante tener en cuenta que la contratación con entidades sin ánimo de lucro se rige por el Decreto 092 de 2017, salvo lo que ha sido objeto de suspensión provisional por parte del Consejo de Estado. Por lo tanto, las entidades públicas que desean celebrar contratos del artículo 355 de la Constitución Política deberán contratar con ESAL de reconocida idoneidad realizando un proceso competitivo, y teniendo en cuenta lo siguiente: i) no debe condicionarse el proceso de contratación a la inexistencia de oferta en el mercado de bienes y servicios; ii) tampoco debe condicionarse a que la contratación con las ESAL garantice la optimización de los recursos públicos en términos de eficiencia, eficacia, economía y manejo del riesgo; iii) el objeto del contrato debe estar acorde con el plan nacional o seccional de desarrollo; iv) no puede condicionarse únicamente a que las actividades o programas correspondan exclusivamente a promover los derechos de personas en situación de debilidad manifiesta o indefensión, los derechos de las minorías, el derecho a la educación, el derecho a la paz, las manifestaciones artísticas, culturales, deportivas y de promoción de la diversidad étnica colombiana, por lo que basta con cumplir el anterior numeral iii); y v) el contrato no debe establecer una relación conmutativa en el cual haya una contraprestación directa a favor de la entidad, ni instrucciones precisas dadas por esta al contratista para cumplir con el objeto del contrato.
Ahora, si se pretende realizar un convenio de asociación con ESAL de reconocida idoneidad para el cumplimiento de las funciones que la ley les asigna a las entidades públicas, deberá aplicarse lo dispuesto en el artículo 5 del Decreto 092 de 2017. De esta manera, deben estar sujetos a competencia, salvo en aquellos casos en que una entidad sin ánimo de lucro comprometa recursos en dinero por un valor igual o superior al 30% del valor total del convenio[footnoteRef:15], y siempre que la entidad estatal verifique previamente que no existe ninguna otra entidad sin ánimo de lucro que ofrezca aportes iguales o superiores al 30%. Lo anterior sin perjuicio de las restricciones previstas en el artículo 33 de la Ley de Garantías durante el periodo de las elecciones presidenciales para los procesos no competitivos. [15:  Decreto 1082, artículo 5: “[…] no estarán sujetos a competencia cuando la entidad sin ánimo de lucro comprometa recursos en dinero para la ejecución de esas actividades en una proporción no inferior al 30% del valor total del convenio. Los recursos que compromete la entidad sin ánimo de lucro pueden ser propios o de cooperación internacional”.] 


iii. En este contexto, con respecto a los interrogantes frente a la posibilidad de transferir una suma global al cuerpo de bomberos voluntarios sin identificar previamente los bienes o actividades que serán financiados, es necesario señalar que esta práctica no resulta compatible con los deberes de planeación y responsabilidad que rigen la contratación estatal. Toda vez que, La planeación contractual es una herramienta de gerencia pública, que exige estructurar el proceso contractual dedicando tiempo y esfuerzos para elaborar estudios previos, con el fin de determinar la necesidad que pretende satisfacer la entidad estatal y cuál es la mejor manera de hacerlo, consultando el tipo de bienes y servicios que ofrece el mercado y sus características, especificaciones, precios, costos, riesgos, garantías, disponibilidad, oferentes, etc. Lo anterior con la finalidad de realizar la escogencia diligente de la mejor oferta, para beneficiar los intereses y fines públicos inmersos en la contratación de las entidades estatales.

	El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública contiene disposiciones que exigen a las Entidades Estatales el deber de realizar actividades de planeación en la etapa precontractual, para que los procesos de contratación satisfagan las necesidades de la Administración, cumplan sus fines, logren la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y permitan la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran en la consecución. En relación con el valor del futuro contrato y su correlativo respaldo presupuestal, se tienen, por ejemplo, las siguientes reglas derivadas de la aplicación del principio de economía previsto en el artículo 25 de la Ley 80 de 1993: 
7o. La conveniencia o inconveniencia del objeto a contratar y las autorizaciones y aprobaciones para ello, se analizarán o impartirán con antelación al inicio del proceso de selección del contratista o al de la firma del contrato, según el caso.
[…]

12. Previo a la apertura de un proceso de selección, o a la firma del contrato en el caso en que la modalidad de selección sea contratación directa, deberán elaborarse los estudios, diseños y proyectos requeridos, y los pliegos de condiciones, según corresponda.
Cuando el objeto de la contratación incluya la realización de una obra, en la misma oportunidad señalada en el inciso primero, la entidad contratante deberá contar con los estudios y diseños que permitan establecer la viabilidad del proyecto y su impacto social, económico y ambiental. Esta condición será aplicable incluso para los contratos que incluyan dentro del objeto el diseño.

13. Las autoridades constituirán las reservas y compromisos presupuestales necesarios, tomando como base el valor de las prestaciones al momento de celebrar el contrato y el estimativo de los ajustes resultantes de la aplicación de la cláusula de actualización de precios.

14. Las entidades incluirán en sus presupuestos anuales una apropiación global destinada a cubrir los costos imprevistos ocasionados por los retardos en los pagos, así como los que se originen en la revisión de los precios pactados por razón de los cambios o alteraciones en las condiciones iniciales de los contratos por ellas celebrados […].

Lo anterior le permitirá a la entidad estatal identificar desde el punto de vista técnico y financiero el objeto del contrato, las particularidades de su ejecución, los potenciales proponentes, requisitos mínimos para evaluar la idoneidad del contratista, así como analizar todas las variables que puedan afectar el procedimiento de selección, celebración y ejecución del contrato. Tal es la importancia de los estudios y documentos previos que su deficiencia o ausencia, “genera prácticas indebidas, revocatoria de actos administrativos de apertura, declaratorias de desierta de procesos de selección, comisión de faltas disciplinarias, mayores costos o mayor permanencia de la obra y, en general, el fracaso en la ejecución de contratos estatales”[footnoteRef:16].  [16:  DEIK ACOSTAMADIEDO, Carolina, Guía de Contratación Estatal: Deber de planeación y modalidades de selección, Buenos Aires, 2015, p. 59.] 

En congruencia con el artículo 25 de la Ley 80 de 1993, el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional –Decreto 1082 de 2015–, dispone en el artículo 2.2.1.1.2.1.1 el contenido mínimo de los estudios y documentos previos:
Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Los estudios y documentos previos son el soporte para elaborar el proyecto de pliegos, los pliegos de condiciones y el contrato. Estos deben permanecer a disposición del público durante el desarrollo del Proceso de Contratación y contener los siguientes elementos, además de los indicados para cada modalidad de selección: 
1. La descripción de la necesidad que la Entidad Estatal pretende satisfacer con el Proceso de Contratación. ​
2. El objeto a contratar, con sus especificaciones, las autorizaciones, permisos y licencias requeridos para su ejecución, y cuando el contrato incluye diseño y construcción, los documentos técnicos para el desarrollo del proyecto. 
3. La modalidad de selección del contratista y su justificación, incluyendo los fundamentos jurídicos. 
4. El valor estimado del contrato y la justificación del mismo. Cuando el valor del contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad Estatal debe incluir la forma como los calculó y soportar sus cálculos presupuestales en la estimación de aquellos. Si el contrato es de concesión, la Entidad Estatal no debe publicar el modelo financiero utilizado en su estructuración. 
5. Los criterios para seleccionar la oferta más favorable. 
6. El análisis de Riesgo y la forma de mitigarlo. 
7. Las garantías que la Entidad Estatal contempla exigir en el proceso de contratación. 
8. La indicación de si el proceso de contratación está cobijado por un acuerdo comercial. 
El presente artículo no es aplicable a la contratación por mínima cuantía.

[bookmark: _Hlk54011351]De esta manera, antes de iniciar un procedimiento de selección, la entidad estatal podrá determinar con los estudios previos: i) la verdadera necesidad de la celebración del contrato; ii) las modalidades existentes para satisfacer esa necesidad y las razones que justifiquen la modalidad o tipo contractual que se escoja; iii) las calidades, especificaciones, cantidades y demás características que puedan o deban reunir los bienes, las obras o los servicios cuya contratación se haya determinado necesaria, iv) los costos, valores y alternativas que, a precios de mercado reales, podría demandar la celebración y ejecución del contrato, v) la disponibilidad de recursos o la capacidad financiera de la entidad contratante para asumir las obligaciones de pago producto de la celebración de ese pretendido contrato; vi) la existencia y disponibilidad, en el mercado nacional o internacional, de proveedores, constructores, profesionales, etc., en condiciones de atender los requerimientos y satisfacer las necesidades y vii) los procedimientos, trámites y requisitos que deban satisfacerse, reunirse u obtenerse para llevar a cabo la selección del respectivo contratista y la celebración del contrato que se pretenda celebrar.
Por ello, el hecho que las entidades cumplan con los elementos mínimos establecidos en la norma y aquellos adicionales que identifiquen en la etapa de planeación de los procedimientos de contratación, permite que los contratos resultantes cuenten con el sustento técnico, económico y jurídico que incidirá en una adecuada ejecución.
Mas allá del cumplimiento de la normativa, “los estudios y documentos previos son el soporte para elaborar el proyecto de pliegos, los pliegos de condiciones, y el contrato”[footnoteRef:17], por lo que deben publicarse en la etapa precontractual y sirven de motivación para los documentos expedidos unilateralmente por la entidad estatal tales como el acto administrativo de apertura, los pliegos de condiciones y el acto de adjudicación, entre otros. [17:   “Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Estudios y documentos previos. Los estudios y documentos previos son el soporte para elaborar el proyecto de pliegos, los pliegos de condiciones, y el contrato. Deben permanecer a disposición del público durante el desarrollo del Proceso de Contratación y contener los siguientes elementos, además de los indicados para cada modalidad de selección: (…)”.
] 

[bookmark: _Hlk54011438]De lo explicado se desprende que los estudios y documentos previos son necesarios antes de la celebración del contrato, pues fundamentan las condiciones que la entidad estatal exige en su proceso de contratación. Sin embargo, luego de la suscripción del contrato la entidad no debe actuar unilateralmente, sino que debe respetar la buena fe contractual y proceder de acuerdo con lo pactado[footnoteRef:18].  [18:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 31 de agosto de 2011. Exp. 18.080. C.P. Ruth Stella Correa Palacio: “(…) recuérdese que la aplicación de la buena fe en materia negocial implica para las partes la observancia la observancia de una conducta enmarcada dentro del contexto de los deberes de corrección, claridad y recíproca lealtad que se deben los contratantes, para remitir la realización de los efectos finales buscados en el contrato”.] 

Además de la normativa mencionada en el acápite anterior, las entidades estatales deben sujetarse a las normas presupuestales, ya que los contratos estatales son una de las principales fuentes de ejecución de recursos públicos. Respecto al principio de economía, los numerales 6, 13 y 14 del artículo 25 del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública disponen que las entidades estatales sólo iniciarán procesos contractuales si cuentan con respaldo presupuestal suficiente, incluyendo reservas para las cláusulas de actualización de precios y los imprevistos derivados de retrasos en pagos o la revisión de precios por alteración de las condiciones iniciales del negocio jurídico. Asimismo, el inciso segundo del artículo 41 ibidem –modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007– eleva el registro presupuestal a requisito de ejecución de los contratos. 
iv. Finalmente, es pertinente indicar que la Agencia Nacional de Contratación Púbica - Colombia Compra Eficiente, por vía consultiva, no puede definir un criterio universal y absoluto, sino que brinda elementos hermenéuticos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Por ello, serán las entidades públicas que adelantan el proceso de contratación, las facultadas para determinar en cada caso particular y concreto, con los principios básicos y las normas que rigen el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.  
	En otras palabras, los conceptos de esta Agencia tienen como objeto la interpretación de normas de carácter general, esto es, del ordenamiento jurídico en abstracto, no la resolución de controversias o la asesoría para casos concretos; además, no son vinculantes o de obligatorio cumplimiento para el destinatario, sino que expresan la posición interpretativa del organismo que elabora el concepto.
4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículo 355.
· Ley 80 de 1993. Artículos 6, 13, 14 y 25.
· Ley 489 de1998. Artículo 96.
· Ley 1150 de 2007. Artículos 2 y 23.
· Ley 1575 de 2012. Artículos 1, 2, 3, 4, 9, 17.
· Decreto 1082 de 2015. Artículo 2.2.1.1.2.1.1, 2.2.1.1.1.6.1, 2.2.1.2.1.4.8.
· Decreto 092 de 2017. Artículos 2 y 5.
· Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 24 de febrero de 2005, radicación No. 11001-03-06-000-2005-00021-00 (1626), C.P. Gloria Duque Hernández. 
· Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 31 de agosto de 2011. Exp. 18.080. C.P. Ruth Stella Correa Palacio
· Ministerio del Interior. Resolución 0661 del 26 de junio de 2014. Por la cual se adopta el Reglamento Administrativo, Operativo, Técnico y Académico de los Bomberos de Colombia modificada por la Resolución 1127 del 16 de julio de 2018. Disponible aquí: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/resolucion_mininterior_0661_2014.htm 



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha referido sobre las modalidades de contratación de los Cuerpos de Bomberos Voluntarios en los conceptos C-873 del 26 de diciembre de 2024, C-021 del 18 de febrero de 2026, C-044 del 18 de febrero de 2026, C-255 del 29 de marzo de 2026, C-250 del 30 de marzo de 2026, C-592 del 22 de mayo de 2026, C-644 del 01 de junio de 2026, C-898 del 09 de julio de 2026 y C-1189 del 27 de agosto de 2026, entre otros.
Estos y otros se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos 
Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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